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1.- VISTOS  

Se conoce de la apelación oportunamente interpuesta y debidamente sustentada por la defensora del acusado BAUDILIO MOSQUERA CÁRDENAS, contra el fallo de condena proferido por el Juez Único Penal del Circuito Especializado de esta capital, el día catorce (14) de mayo de 2007, dentro del presente proceso seguido por un delito de Homicidio Agravado en las personas que en vida respondían a los nombres de LEYDI DANUVI MOSQUERA TORRES y CLAUDIA PATRICIA SÁNCHEZ.
2.- HECHOS 

Fueron referidos así por el órgano de la acusación:
“Se desarrollaron en el Departamento de Risaralda, Antioquia y Chocó, en cuyos límites hace presencia el grupo subversivo denominado EJÉRCITO REVOLUCIONARIO GUEVARISTA (E.R.G.), con asentamiento principalmente en jurisdicción del corregimiento de Santa Cecilia, municipio de Pueblo Rico, Risaralda. Como es de público conocimiento, y así aparece demostrado dentro de la presente investigación, esa región ha venido afrontando una grave situación de orden público, en la medida que varios de sus habitantes han sido asesinados, desaparecidos, secuestrados y desplazados por el accionar de este grupo rebelde, así como por otros que también hacen presencia en la zona.

Dentro de los homicidios cometidos por miembros de dicha agrupación se mencionan los de LEIDY DANUVI MOSQUERA TORRES y CLAUDIA PATRICIA SÁNCHEZ, cuyos cuerpos fueron hallados el 23 de febrero de 2001 en el sitio conocido como “La Granja”, por parte de tropas del batallón de Contraguerrilla QUIMBAYA.

La inconformidad de algunos miembros de la organización subversiva en comento, en razón de haber sido objeto de maltratos, engaños y por no estar de acuerdo con ciertas actividades desarrolladas por la misma, han llevado a que deserten de esta y se presenten ante las autoridades militares o policiales en donde voluntariamente han manifestado su disposición a colaborar con la Justicia. Es así como en declaraciones judiciales han hecho el señalamiento de miembros activos del E.R.G. que en su calidad de guerrilleros o milicianos desarrollaron actividades propias del grupo insurgente en el corregimiento de Santa Cecilia, primordialmente, entre los cuales aluden a alias CHELE, de quien dicen era miliciano de la agrupación rebelde Ejército Revolucionario Gevarista ERG en el corregimiento de Santa Cecilia y le atribuyen su participación en algunos hechos delictivos, de los cuales destacamos los homicidios de CLAUDIA PATRICIA SÁNCHEZ PEREA y LEIDY DANUVI MOSQUERA TORRES.

La casi generalidad de las muertes ejecutadas por el ERG y otros grupos rebeldes que hacían presencia en Santa Cecilia, entre las que se encuentran las anteriormente reseñadas, acorde con lo manifestado por ex miembros de los mismos, se motivaba en su presunta colaboración con las autoridades militares o de policía, o con los grupos de autodefensa.

En labores investigativas y de inteligencia llevadas a cabo por miembros de Policía Judicial de la DIJIN, se puede establecer que el nombre de alias CHELE corresponde a BAUDILIO MOSQUERA CÁRDENAS, a quien se le vinculó mediante indagatoria por los homicidios antes aludidos, imponiéndosele medida de aseguramiento de detención preventiva”

3.- IDENTIDAD 

Se trata de BAUDILIO MOSQUERA CÁRDENAS, hijo de BAUDILIO y ROSA LIBIA, natural de Santa Cecilia, Pueblo Rico (Rda.), donde nació el 17 de septiembre de 1967, sin estudio, residente en la Vereda “El Silencio” de Santa Cecilia, vive en unión libre con AMPARO RAMÍREZ, padre de tres hijos, de oficio agricultor.
4.- CARGOS

Cerrado parcialmente el ciclo investigativo
 con fecha 24 de marzo de 2006, y escuchados las alegaciones conclusivas, la Fiscalía Sexta Especializada de la UNDH-DIH con sede en la capital de la República, profirió Resolución de Acusación
 el día diecinueve (19) de mayo de 2006 en contra de MOSQUERA CÁRDENAS, al encontrarlo autor material de una conducta descrita como punible en el artículos 103 del Código Penal bajo el rubro de HOMICIDO, comportamiento AGRAVADO al tenor del artículo 104 ibidem en sus numerales 7º: “colocado en estado de indefensión o inferioridad a la víctima” y 8º: “con fines terroristas”. Conducta plural por haber sido ejecutada en las personas conocidas con los nombres de LEYDI DANUVI MOSQUERA TORRES y CLAUDIA PATRICIA SÁNCHEZ.
El ente acusador precisó, que esas agravaciones tenían su razón de ser en que: “las víctimas fueron colocadas en condiciones de inferioridad e indefensión, deducible de la intervención de varias personas armadas, y a que todas las muertes ejecutadas por la guerrilla ocasionaban zozobra en la zona, máxime por los motivos de su ocurrencia, como lo eran el colaborar con las autoridades del Estado o con las autodefensas”. 

5.- FALLO 

La decisión final del proceso correspondió al titular del Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, quien una vez finiquitado el debate público emitió sentencia de condena
 declarando penalmente responsable al justiciable, a quien le impuso pena privativa de la libertad equivalente a treinta y cinco (35) años de prisión y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el término de veinte (20) años, sin lugar a subrogado o sustituto penal alguno.
Para llegar a esa conclusión el fallador dio crédito a pluralidad de testimonios que señalaron que, si bien no vieron a BAUDILIO ejecutar el doble homicidio, sí hizo parte del grupo rebelde que trasladó por la fuerza a estas mujeres hasta el sitio denominado “La Granja”, en el instante en que según se supo fueron ultimadas. 
No obstante, en lo que hace a la tipificación del comportamiento, consideró que estaba debidamente acreditada la primera circunstancia de agravación consistente en el aprovechamiento del estado de indefensión en que las víctimas se encontraban, pero no la segunda agravante fundada en el hecho de haber actuado “con fines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas”, por cuanto en su criterio sólo está probado el traslado a esa Granja con el consiguiente asesinato, pero no hay certeza con respecto a cuál fue la razón para esa ejecución extraprocesal; de todas formas, descarta que fuera con fines terroristas puesto que “las damas fueron llevadas a un sitio alejado de la gente”, y si se hubiera querido imprimir terror y zozobra entre la población: “las hubieran asesinado allí mismo donde las aprehendieron, en la plaza central de Santa Cecilia, para que su asesinato causara un impacto profundo en la comunidad”.
6.- RECURSO

6.1.- Procesado

- Fue condenado en un proceso viciado de nulidad porque: (i) no tuvo asistencia jurídica técnica, el primero fue para la indagatoria y luego renunció, luego se le designó otro profesional con posterioridad a la detención preventiva y no realizó ninguna actividad conducente a garantizar su defensa efectiva, al punto que nunca se entrevistó con él; sólo en la etapa de juzgamiento llegó una defensora quien llegó al proceso sin la posibilidad de allegar pruebas; (ii) en la audiencia preparatoria el juzgado de manea “ligera” desestimó la práctica de las pruebas que solicitó e impidió que accediera a la posibilidad jurídica de controvertir los testimonios de cargo; (iii) tampoco tuvo en cuenta el fallador los argumentos de su defensora en cuanto a la ilegalidad de la prueba trasladada, por cuanto ésta no fue allegada al expediente en “copia auténtica” como lo ordena la ley (art. 239 de la Ley 600 de 2000). El despacho cognoscente hizo alusión a normas que nada tenían que ver en el asunto, como eran los artículos 149 -actuación por duplicado- y 156 -reconstrucción de expedientes-.

- Ya en lo que hace a la demostración del punible, señala que no está probada ni siquiera la ocurrencia del homicidio, como quiera que no se demostró la identidad de las occisas a través de los procedimientos técnicos requeridos en esa materia, como sería por caso una prueba de ADN. 

- Y en cuanto a la prueba de responsabilidad, asegura que no es cierto que los testimonios de JUAN DEL CARMEN RENTERÍA y LUIS MERALDO MOSQUERA MATURANA, fueran coherentes, toda vez que no coinciden en las fechas en que ese episodio se llevó a cabo -uno habla del 2001 y el otro que fue en horas de la tarde sin precisar el año-, ni tampoco en cuanto al números de personas que participaron –unos hablan de tres, otros de cuatro y otros de cinco-, incluso el testigo RENTERÍA hace alusión a dos personas distintas en sus dos intervenciones, pues en la primera habló de “Octavio” y en la segunda de “Avicucho”.
- No se refiere a los testimonios de RUBÉN DARÍO HINESTROZA y STELLA MOSQUERA, porque el primero no expone la manera como se enteró de estos hechos y la segunda reconoce ser una testigo “de oídas”. 

Así las cosas, a su juicio, no hay plena prueba que acredite la certeza para un fallo de condena y en su lugar debe ser absuelto.

6.2.- Defensora 

Quien representa los intereses judiciales del acusado no compartió la decisión de condena, la impugnó y estas son las razones de su disenso:

- No hay prueba que demuestre que las damas desaparecidas fueron las misma que resultaron muertas, porque su reconocimiento se hizo como N.N. y no se efectuó ningún cotejo odontológico, ni de huellas dactilares, ni de ADN con los familiares; simplemente se llegó a esa conclusión con prueba indiciaria, fundada básicamente en las prendas de vestir, pero considera que “unas ropas no identifican, en los almacenes no venden una prenda para una sola persona, no existe exclusividad, por el contrario, cualquiera persona puede adquirir una prenda, y múltiples la misma”. Se pregunta: ¿qué tal que estas personas estén vivas?
- En lo referido al análisis probatorio para emitir sentencia de condena, considera que el Juez se equivocó en el análisis, porque se debió tener en consideración todo el caudal probatorio incluido el de su representado, quien de una manera precisa y clara aseveró que nada tuvo que ver en esos homicidios. Pero además, se tenía que avizorar el grado de sinceridad con la que declararon los reinsertados, puesto que no puede olvidarse que ellos poseen un interés en rendir esas versiones para acceder a programas que implican recibir dinero mensual y ayuda a al familia.
- De todas formas, así fuese cierto que él llevó a esa mujeres a “La Granja”, se pregunta si en verdad existe un nexo de causalidad entre el desaparecimiento y la muerte, porque se pregunta: ¿a qué fueron las damas a ese lugar?, ¿iban obligadas?, ¿cuánto duraron en “La Granja” hasta el momento en que fueron asesinadas? Nada en el expediente nos dice que en esa misma fecha en que fueron vistas en poder de algunos guerrilleros llorando, hubiesen sido asesinadas.
Por lo dicho, solicita la revocación del fallo de primer grado y en su lugar se decrete una absolución a favor de su procurado.

7.- Para resolver, se considera
Conoceremos de la impugnación presentada por sujeto procesal legitimado para hacerlo contra la sentencia de mérito que puso término a esta actuación, con fundamento en las facultades conferidas por el artículo 76.1 de la Ley 600 de 2000.
Pero antes de hacerlo, nos corresponde resolver en forma preliminar lo atinente a los vicios in procedendo a los cuales aludió en su escrito recurrente el procesado MOSQUERA CÁRDENAS, así: (i) falta de asistencia técnica: a juicio de esta Corporación, el procesado sí contó desde un comienzo con un profesional del derecho que ejerciera su representación judicial, otra cosa es, que por su misma actitud omisiva, en cuanto nada quiso decir al momento de sus indagatorias en las cuales se dejó constancia de la advertencia en cuanto a que ese era el principal medio de defensa, fuera poco lo que tuviera que hacer a efectos de contribuir con su causa. De todas formas, durante el período de juzgamiento fue escuchado y se recibió la petición probatoria de su defensora, aunque con resultados negativos por haber sido declarada improcedente la solicitud, a cuyo efecto esta Sala se remite a todo lo analizado en decisión del treinta (30) de noviembre de 2006, por medio de la cual este Tribunal confirmó el auto de primera instancia que declaró inconducente la recepción de unos testimonios en juicio; (ii) ilegalidad de la prueba trasladada : el argumento es no solo inatendible sino infructuoso. Lo primero, porque es válido lo esbozado por el Juez de primer grado en cuanto a la presunción de autenticidad de las copia que reposan en el expediente, a lo cual se agrega que por parte alguna aquí se ha asegurado que esos documentos sean inauténticos. Lo segundo, porque ninguna de las pruebas que comprometen seriamente al acusado provienen de prueba trasladada, ante bien, fueron confeccionadas en forma directa para esta actuación y si reposan en fotocopia es porque hubo rompimiento de la unidad procesal y había lugar a conocer lo actuado por cuerda separada.
Al concluir que no hay lugar a la invalidación de este trámite por ninguna de las razones expuestas, ahora sí entrará la Sala a conocer de fondo el asunto en los siguientes términos:

Del voluminoso expediente se extrae, que durante varios años, desde mediados de la década de los noventa, la zona rural del Corregimiento de Santa Cecilia, comprensión territorial del Municipio de Pueblo Rico (Rda.) y otras zonas aledañas o limítrofes con los Departamentos de Chocó y Antioquia, fueron presa fácil de grupos insurgentes (la FARC -con su frente Aurelio Rodríguez-, el ELN -con su frente Cacique Calarcá- y el E.R.G. -conformado por disidentes de la cuadrilla Ché Guevara del ELN, desde el año 1993) ante el abandono del Estado tanto en cuanto a la parte administrativa como de pie de fuerza pública. Los rebeldes tomaron asiento en esa población y con el ejercicio de la violencia impusieron sus reglas, reclutaron personas como milicianos o como guerrilleros propiamente dichos y de esa forma adquirieron pleno poder, al punto de someter a quienes no estuvieran de acuerdo con su accionar, bien por la vía de los retenes ilegales, la desaparición forzada, el desplazamiento, el secuestro, la extorsión a ganaderos y comerciantes -conocidas popularmente como “vacunas”-, hasta llegar al homicidio en caso de no lograr el objetivo por aquellos otros medios de presión.
Para el año 2000, más concretamente el día diecisiete (17) de marzo, miembros del Frente Aurelio Rodríguez de las FARC penetraron en el casco urbano del citado Corregimiento, atacaron el puesto de policía, destruyeron todas sus instalaciones, secuestraron a un suboficial y dieron muerte a un civil después de hacerle un “juicio revolucionario” como supuesto colaborador de los paramilitares. A consecuencia de ese acontecimiento, sobrevino el repliegue de la fuerza de policía en esa región por falta de garantías  para las unidades y se acrecentó el poder insurgente con el ingreso de un nuevo grupo: el E.R.G., el que, de consuno con los restantes ya habilitados en la zona, hicieron tabla rasa con los pobladores y perpetraron, entre otros, los siguientes homicidios: el del joven OSCAR FABIO CASTAÑO PAVAS, empleado del montallantas -en 1998-; el del profesor LUIS ALMIDES SERNA HINESTROZA -en el 2000-; el de CARLOS ANDRÉS MARÍN GIRALDO -en el 2000-; el de CARLOS ANDRÉS PEREA MOSQUERA; el de JHON EVER RENTERÍA MOSQUERA -en el 2000-; el de CARLOS ANTONIO MORENO MENA -en el 2000-; el de PATRICIA SÁNCHEZ y LEYDI DANUVI MOSQUERA -en enero de 2001-; el de JAIR DOMINGO MOSQUERA COPETE -en el 2001-; el de FELIPE ANDRÉS MATURANA GÓMEZ -en el 2001-; el de los indígenas Embera Chamí FABIÁN ESTEVES QUERAGAMA y EZEQUIEL SIAGAMA TASCÓN -en el 2002-; el de WILTON CUESTA BELAYES -en el 2002-, y el de PEDRO NEL VARGAS -en el 2002-.
Para el mes de Septiembre de 2002, tropas del Batallón San Mateo de esta capital retomaron el control del casco urbano del Corregimiento de Santa Cecilia, y la policía regresó para el veinticinco (25) de enero de 2004.

Fue tan amplio el accionar delictivo de esos grupos durante toda esa época de desalojo de la Fuerza Pública, que la Unidad de Fiscalías Delegadas de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, hubo de conformar una comisión especial para conocer en su conjunto todas las investigaciones que se estaban adelantando en forma aislada en contra de los insurgentes en esa parte del país, y para ello se hizo una labor de integración llevada a cabo por miembros de la Policía Judicial de la Dijin, Sijin Deris y el Cuerpo Técnico de Investigaciones de esta Seccional. Entre esas investigaciones figuraba ante la Fiscalía 23 de Apía (Rda.) la del doble Homicidio en las personas de CLAUDIA PATRICIA SÁNCHEZ y LEYDI DANUVI MOSQUERA TORRES, la que vino a formar parte de ese conjunto a efectos de disponer la apertura de investigación, que dio lugar a la captura de 70 personas y la vinculación formal de otras seis (6) que se encontraban ya privadas de la libertad en la Cárcel Distrital por cuenta de otros despachos judiciales, entre ellos el aquí comprometido BAUDILIO MOSQUERA CÁRDENAS.
Con respecto a ese doble crimen se recibió noticia en el sentido de que un grupo de personas pertenecientes al E.R.G. habían cogido a dos mujeres de raza negra y se las habían llevado por la fuerza que porque “estaban compartiendo y colaborando con miembros de las autodefensas” y debían pagar por eso, a consecuencia de lo cual las trasladaron hasta un lugar conocido como “La Granja” del citado Corregimiento de Santa Cecilia, a pesar de que ellas lloraban y suplicaban que no las fueran a matar. Días después, concretamente el veintitrés (23) de febrero de 2001, tropas del Batallón de Contraguerrilla QUIMBAYA descubrieron la fosa en donde estaban los cuerpos putrefactos de las mujeres, cuyos restos fueron sometidos a un minucioso examen a efectos de establecer su identificación (cfr. placas fotográficas obrantes a fls. 6-19 del cuaderno de anexos).
La muerte violenta de estas mujeres quedó registrada en las actas de levantamiento del C.T.I.
, los protocolos de necropsias -No Ulfa 25-02-01 y 26-02-01-
, los certificados de defunción -No 046073336 y 04607337- de la Registraduría Nacional del Estado Civil del Municipio de Pueblo Rico (Rda.). 
Empero, la identidad o reconocimiento de los cuerpos en descomposición se da por acreditado con: (i) la declaración de la señora CARMEN OLIVA TORRES MOSQUERA
, quien afirmó ser la madre de LEIDY DANUVI MOSQUERA TORRES y sostuvo que la última vez que se comunicó con ella fue el quince (15) de enero de 2001 y el diecinueve (19) de ese mismo mes recibió la noticia de su deceso. Esta deponente detalló las prendas de vestir que coinciden con las que poseía la occisa (blusa de tiras blancas, jean azul, zapatillas grises con estampados verdes), e indicó que su hija había salido para Santa Cecilia con PATRICIA a ayudarle a administrar un restaurante; es decir, datos que llevan a sostener que se trata de las mismas dos mujeres encontradas en la citada fosa por parte del Ejército Nacional cuando tenía enfrentamientos con uno de los grupos armados al margen de la ley; (ii) las atestaciones de GLORIA STELLA MOSQUERA HERRERA, MARÍA NERVITA MACHADO y LUIS MERALDO MOSQUERA, como luego se verá, aseguran que una de las mujeres que fueron trasladadas a “La Granja” con los resultados ya conocidos, se llamaba PATRICIA; y finalmente (iii) el testimonio de VIRGINIA GÓMEZ
, quien relata que efectivamente las dos mujeres a quienes dio muerte la guerrilla en Santa Cecilia fueron LEIDY DANUVI y CLAUDIA PATRICIA SÁNCHEZ PEREA.
Al ser sometido a indagatoria por estos hechos, el involucrado respondió negativamente a todas las preguntas y se rehusó a ofrecer cualquier dato que lo pudiera involucrar con estos episodios; no obstante, aceptó dos hechos que finalmente son cruciales para el resultado de esta decisión: (i) que efectivamente colaboró con el grupo insurgente E.R.G. y (ii) que dentro de ese grupo era conocido como “Chele”. Lo anterior ocurrió tanto en la injurada traída como prueba trasladada de la Fiscalía Primera Especializada de Pereira el día diez (10) de noviembre de 2003
, como en la indagatoria directamente rendida en esta actuación el día once (11) de junio de 2004
; teniéndose en consideración, además y para mayor certeza, que este personaje ya había sido condenado por el delito de Rebelión por parte del Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía (Rda.).
Esas dos aceptaciones, coinciden plenamente con lo vertido por varios guerrilleros desertados de las filas rebeldes (entre ellos: FRANCISCO JAVIER MOSQUERA, GLORIA STELLA MOSQUERA HERRERA, LUIS MERALDO MOSQUERA MATURANA, JUAN DEL CARMEN RENTERÍA HINESTROZA, RUBÉN DARÍO HINESTROZA SERNA, ERMINSON RENTERÍA HINESTROZA, GEYLER ANTONIO MATURANA ROA y MAURICIO RENTERÍA), quienes se entregaron e hicieron amplias exposiciones en torno al operar de los grupos guerrilleros, sus integrantes y los actos al margen de la ley que habían realizado, especificando entre otras cosas, que uno de sus compañeros en el grupo E.R.G., en condición de miliciano, era BAUDILIO MOSQUERA conocido como “Chele”. Incluso en la indagatoria rendida por ALEISON ALBERTO MOSQUERA PALACIO
, prueba trasladada de la Fiscalía Primera Especializada de Pereira, luego de confesar su pertenencia al E.R.G., expresa que BAUDILIO, alias “Chele”, estuvo tres años en esa agrupación y “manejaba las bestias de la guerrilla”. 
A todas esas versiones, se unen otros tantos testimonios recogidos por los investigadores de pobladores de la región no vinculados con la guerrilla, quienes, no obstante no tener la condición ex guerrilleros, también tuvieron acceso a esa información. Tal es el caso de OCTAVIO DE JESÚS CARDONA NARANJO
, Corregidor de Santa Cecilia, quien manifestó que el sujeto conocido como “Chele” era un miliciano del E.R.G., capturado junto con alias “El Mono”, era uno de los encargados de reclutar gente para la guerrilla y participó en la quema de buses en esa región. Igualmente el testimonio de DIEGO PALACIO MOSQUERA
 -prueba trasladada-, menor de edad que informó que ARINSON MOSQUERA PALACIO alias “El Mono” y BAUDILIO MOSQUERA CÁRDENAS alias “Chele”, efectivamente hacen parte del grupo E.R.G., participan en los retenes, queman vehículos particulares y públicos, y sabe eso porque esos dos sujetos lo querían integrar al grupo.
Las deponencias de unos y otros que comprometen en cuanto al doble homicidio materia de esta decisión, se pueden sintetizar de la siguiente manera:

A. En condición de insurgentes reinsertados:

GLORIA STELLA MOSQUERA HERRERA
, confesa miembro del E.R.G., reinsertada a la vida civil, se refiere a “Chele” como una persona alta, acuerpada, de bigote, pelo corto negro, es negro y se encuentra detenido con el “Mono”. Oyó decir que fue él, junto con “Alejandrino”, quien llevó a las muchachas que mataron en “La Granja”.
Lo expuesto es ratificado por la deponente en una posterior ampliación (cfr. fl. 3 C.O.27), en el sentido de sostener que a ella también le tocó presenciar el instante en que los milicianos se llevaban a esa muchacha, pero no precisar quiénes, ni pudo apreciar el instante en que las asesinaron porque esto sólo lo sabe porque se lo comentaron posteriormente.

LUIS MERALDO MOSQUERA MATURANA
, a quien podríamos llamar como testigo principal dada su contundencia demostrativa, es también un reinsertado del E.R.G. y expresó que uno de los integrantes de ese grupo subversivo era “Chele”. Sobre estos hechos expresó: “recuerdo el homicidio de las dos chinas que mataron en la granja, eso fue entre TOÑO ALVAREZ, estaba el “Chele”, estaba alias COCO, y el cabecilla que era ALEJANDRINO COPETE, que era el que mandaba las milicias de Santa Cecilia, ahí también estaba ROMAÑA […] se decía por parte de la guerrilla que las muchachas estaban días antes dándoselo a los paramilitares”, recuerda que una de la muchachas se llamaba PATRICIA y que las cogieron COCO, CHELE y ALEJANDRINO, ahí en Santa Cecilia como a las dos de la tarde, las llevaron para “La Granja” y ellas rogaban que no las fueran a matar. Le correspondió ver cuando las bajaron a ese lugar, las violaron, las mataron y las metieron en un hueco. Explicó que ALEJANDRINO COPETE (debemos aclarar que su verdadero nombres es ALEJANDRINO MOSQUERA COPETE, como obra en su indagatoria visible a fl. 76 s.s. C.O.14) y “Chele”, eran los número uno de los milicianos y mandaban a quemar buses.
También en ampliación ulterior, el testigo ratifica todo lo referido a este doble homicidio (cfr. fl. 54, C.O.20).
JUAN DEL CARMEN RENTERÍA HINESTROZA
, reinsertado del E.R.G., dijo haber conocido a “Chele” en condición de miliciano y quien mantenía en los retenes unas veces uniformado y otras no, pero siempre armado. También asegura que una tarde, sin recordar la fecha, se encontraba en la plaza de Santa Cecilia, cuando observó el instante en que el citado CHELE, en compañía de “ALEJO”, “COCO” y “AVICHUCHO”, se llevaron las dos muchachas para “La Granja”. Explica que en ese momento se amontonó un poco de gente a observar lo ocurrido y pudo apreciar cuando ellas lloraban. Ya al otro día el mismo “COCO” le contó que a las habían matado porque eran “sapas”. Luego llegó el Ejército y las encontró en esa fosa.
RUBÉN DARÍO HINESTROZA SERNA
, reincorporado a la vida civil, en ampliación de testimonio -visible a fl.164 C.O.3- refiere igualmente que el apodado “Chele” había participado en la muerte de las muchachas de “La Granja”, porque las cogió junto con “Alejo” y otro joven cuyo nombre no recuerda, las llevaron hacia ese lugar y posteriormente resultaron muertas. Dijo incluso que ese no fue el único homicidio en el cual participó, porque: “cogió a un sargento y lo llevó a Gingaraba, y lo llevó donde estaba Jhon Jairo y lo mataron”.
B. En condición de pobladores no integrantes de la guerrilla:

MARÍA NERVITA MACHADO SERNA
, cuenta que salió un día a la plaza de Santa Cecilia a comprar un pan, cuando varios guerrilleros interrogaban a esas dos muchachas, una de las cuales la conoció por el nombre de PATRICIA, quienes les respondían que ellas no debían nada y que las dejaran ir. Aquellos sujetos se las llevaron y ellas empezaron a llorar. Posteriormente supo que las habían matado y las enterraron en el mismo hueco, pero antes de eso las habían violado. Supo que eran guerrilleros uniformados “del monte”, armados “hasta los dientes”, pero que no conocía a ninguno.
A todo ese caudal comprometedor, le quiso salir el paso el acusado BAUDILIO MOSQUERA, quien a último momento, cuando ya se había instaurado el acto de Audiencia Pública, intervino para decir que es inocente, que no se encontraba en Santa Cecilia para la fecha en que ese doble homicidio ocurrió -aunque no sabe precisar esa fecha-, puesto que se encontraba trabajando en la finca; fue posteriormente, cuando regresó a la casa del pueblo cuando lo pusieron al tanto de esos homicidios. Pero adicionalmente esgrime: (i) pidió una prueba de ADN y no se la practicaron; (ii) quienes lo acusan se hicieron pasar como ex guerrillero, pero nunca lo fueron; no obstante y extrañamente, acepta conocer a MARÍA DEL CARMEN RENTERÍA, RUBÉN DARÍO HINESTROZA, GLORIA STELLA MOSQUERA, JUAN DEL CARMEN RENTERÍA y MERALDO MOSQUERA, porque fueron guerrilleros y ahora están reinsertados, quienes si lo acusan “pero no dicen que él las asesinó”; (iii) una señora que lo acusa dice que: “nunca ha firmado papeles”, además, también extrañamente, asegura haber hablado con HINESTROZA en la Cárcel de esta capital y le dijo que él no lo había acusado; (iv) se vinieron como desplazados de Santa Cecilia desde el año 2000; (v) no ha tenido abogado; (vi) eran cinco los involucrados, y todos han salido en libertad, luego entonces, si a ellos los han absuelto a él también lo deben absolver; y (vii) que IVER ESCARPETA y FRANCIA ELENA SUÁREZ saben quienes cometieron los delitos.
Pero hay que concluir, muy a pesar de las manifestaciones de inocencia que esgrime en audiencia el procesado, que él si tuvo que ser una de las personas que tomaron parte en el desplazamiento hacia el sitio de muerte de las jóvenes acribilladas, porque tanto ex combatientes como parroquianos de esa región, coinciden no solamente en lo sustancial sino en los detalles de ese cruento acontecimiento. Se trata de relatos de excepción, coherentes, espontáneos, circunstanciados y coincidentes, cuya sinceridad dimana de lo público del acto, pues recordemos que todo esto se empezó a fraguar en la plaza de Santa Cecilia, además de la oportunidad en que se encontraban de poder percibir todo lo acaecido, como quiera que los que tienen la condición de reinsertados conocían de primera mano lo programado y ejecutado con respecto a estas jóvenes y estaban en capacidad de efectuar un señalamiento contundente respecto a la identidad de sus autores.
Los testigos se limitan a lo estrictamente percibido, sin agregar ni quitar nada de lo esencial al escabroso acto; para finalmente coincidir con las restantes pruebas que confirmaron el hallazgo de dos cuerpos sin vida precisamente en esa Granja, en una fosa común y con tiros de gracia que dieron lugar al exterminio.

Bien cierto lo que esgrime la togada recurrente y el propio incriminado, en cuanto a que no fue BAUDILIO alias “Chele” observado en el preciso instante de la ejecución del doble homicidio, es decir, no fue visto cuando disparó contra su humanidad; empero, como lo han pregonado con acierto todos y cada uno de los funcionarios que han tomado decisiones judiciales en el presente caso, él si fue visto cuando en compañía de otros las llevaban por la fuerza hacia el cadalso y tenía que ser consciente de lo que iba a suceder, porque las mismas víctimas lloraban y suplicaban que no las fueran a matar, es decir, ya se tenía la premonición del macabro final. Hubo por tanto una activa y consciente participación criminal de BAUDILIO, en la modalidad de coautoría impropia.
Es que, en punto a la intencionalidad en la comisión de crímenes organizados y en la toma de poblaciones, se ha dicho: 

“El Estatuto de Roma establece como regla general el dolo como elemento de la imputación subjetiva para la determinación de la responsabilidad penal. Según el Estatuto, actúa dolosamente quien "actúa con intención y conocimiento". La norma exige la presencia de dos elementos: uno volitivo (la intención) y otro intelectual (el conocimiento). La intención se refiere o bien a la conducta o comportamiento incriminado o bien a la consecuencia provocada. Para que haya intención respecto de la conducta la persona debe proponerse incurrir en el comportamiento prohibido; por su parte, la intención referida a la consecuencia se da cuando la persona se propone causar el resultado o es consciente de que éste se producirá en el curso normal de los acontecimientos. Por conocimiento se entiende "la conciencia de que existe una circunstancia o se va a producir una consecuencia en el curso normal de los acontecimientos."
 (C.S.J. Casación Penal del 12 de septiembre de 2007, rad. 2448, M.P. Augusto J. Ibañez Guzmán)
En relevante decisión -sentencia de casación 23.825, del siete (7) de marzo de 2007, caso Machuca-, la misma corporación compiló especiales precisiones sobre la coautoría con respecto al crimen organizado, entre ellas: 

“Mediando, como en el presente asunto, ideologías compartidas, voluntades concurrentes e intervención con aportes concretos según la división preacordada del trabajo criminal, se afirma que todos son coautores globalmente de la conducta delictiva realizada y responsables por sus consecuencias. No es, como suele entenderse, que cada uno sea autor sólo de la parte que le corresponde en la división del trabajo; ya que en este género de manifestaciones del crimen organizado se gesta un conocimiento común y una voluntad que también es común y por ello, el delito que recaiga en ese marco de acción, pertenece a todos como autores”.

Posiciones ratificadas en providencia del ocho (8) de agosto de 2007, radicación 25.974, M.P. Dra. María del Rosario González de Lemos, al concluir la Sala de Casación Penal que todos los integrantes de una organización criminal, independientemente de su jerarquía -cabecillas o milicianos- responden en forma solidaria como cuautores inmediatos, al encuadrar todos dentro de un mismo plan de acción global que unifica sus propósitos.
Por todo ello, no puede decirse válidamente, que los guerrilleros que trasladaron a esta mujeres hasta “La Granja”, en donde se encontraban “los duros de la guerrilla” -entre los cuales se menciona a “Romaña”-, a sabiendas de lo que iba a ocurrir, estén exento de responsabilidad penal en el resultado, porque, se repite, hasta las mismas víctimas lo sabían y de allí sus ruegos para que no las llevaran al patíbulo.

ANOTACIONES FINALES 
Otros puntos que contienen los recursos y deben despejarse:

1.- Ocurrencia del punible  
Tanto procesado como defensora, han hecho énfasis en que no existe prueba que demuestre que las mujeres que fueron trasladadas a “La Granja” fueron las mismas asesinadas, en consideración a que no se llevó a cabo una identificación por medios técnicos (cotejo odontológico, huellas digitales o ADN con familiares), ni se sabe al cabo de cuánto tiempo de estar allí les dieron muerte. En otras palabras, se dice, no existe relación causal entre el desaparecimiento y la muerte violenta. 
La Sala no comparte esas aseveraciones por varias razones: lo primero, es que aquí si hubo un doble homicidio, ahí están los cadáveres, eso no se puede desconocer, otra cosa diferente es que se discuta la real identificación de esas personas, pero tal situación es secundaria o accesoria frente al hallazgo principal ya debidamente comprobado; y lo segundo, es que no es verdad que no existe un hilo conductor que ate el traslado de esas jóvenes al referido lugar y la muerte violenta, puesto que precisamente los testimonios allegados al plenario dieron cuenta que una vez fueron llevadas a “La Granja” las violaron y luego las mataron. Existe una secuencia fáctica inescindible, tanto así, que fue en ese lugar precisamente en donde se halló la fosa con los cadáveres; además, cuando pasado un rato retornaron algunos integrantes de ese grupo y se les preguntó por la suerte de las mujeres trasladadas, afirmaron sin reticencia alguna que: “les habían dado muerte por sapas”. Luego entonces, no es posible desligar una cosa de la otra.
Ahora, en cuanto a los interrogantes que se formulan, es decir: ¿por qué o para qué fueron a ese lugar?, ¿si iban obligadas? y ¿cuánto duraron allí?, es evidente la respuesta, porque a ese lugar llegaron para ser sacrificadas, iban obviamente a la fuerza pues de lo contrario no estuvieran llorando y suplicando que no las trasladaran, y finalmente, fueron asesinadas tan pronto hicieron presencia y una vez las violaron, porque es lo que se extrae del análisis conjunto de la prueba.
2.- Incoherencia de testigos principales 
Se asegura, que los testigos JUAN DEL CARMEN RENTERÍA y LUIS MERALDO MOSQUERA, no coinciden en cuanto a la época del insuceso, ni tampoco en cuanto al número de guerrilleros implicados. Pero ocurre que lo referido al momento de ese acontecer, es apenas entendible habida consideración a todo el tiempo que transcurrió entre su ocurrencia y las declaraciones juradas, razón por la cual se limitan a decir que fue en horas de la tarde pero que la fecha no la recuerdan con precisión. Y en cuanto al número de comprometidos, puede ser cierto que no todos los relatos hagan las mismas precisiones en cuanto al número y nombre de los copartícipes, pero lo que si es contundente y el recurrente no lo niega, es que el nombre de “Chele” aparece en todas las versiones y por parte alguna se observa que en unos apartes se hablara de él y en otros no, es decir, esta contradicción sustancial nunca se ha dado, puesto que siempre ha habido coherencia en cuanto a que el aquí acusado si fue uno de los subversivos que efectuó el traslado de las jóvenes al lugar y para los fines ya conocidos. 
Y en cuanto a que en unos apartes se habla de “Octavio” y en otros de “Avicucho”, es situación irrelevante, no sólo porque podría eventualmente tratarse de la misma persona, sino porque eso en nada distorsiona lo referido a “Chele” que es el sobrenombre con el cual era conocido en ese medio el hoy imputado BAUDILIO MOSQUERA.
Finalmente, no es consecuente con la realidad probatoria, el desdeñar el contenido de los testimonios de RUBÉN DARÍO HINESTROZA y de STELLA MOSQUERA, que porque el primero no mencionó la forma como tuvo conocimiento de lo acaecido y la segunda es testigo de referencia, cuando es sabido que HINESTROZA es precisamente uno de los guerrilleros reinsertados y tenía plena capacidad personal de conocer lo sucedido, y los testimonios de referencia o “de oídas” si tienen un valor probatorio bajo la égida de la Ley 600 de 2000 que es la que corresponde aplicar al presente asunto. Adicionalmente y como ya se explicó, el hecho de que algunas deponencias provengan de personal desmovilizado, no es situación que pueda servir de tacha para la valoración de su credibilidad, antes bien, ello refuerza su poder de convicción.
3.- Absolución posterior del copartícipe Alejandrino Mosquera Copete por prueba sobreviviente
Estando el caso a la espera de esta decisión de segunda instancia, la defensora que recurre allegó un escrito a la Sala para poner de presente que el Juez Único Especializado de esta capital había proferido un fallo absolutorio a favor de otro de los copartícipes, concretamente a favor de ALEJANDRINO MOSQUERA COPETE, a cuyo efecto adjuntó copia de ese fallo, en donde consta que por prueba sobreviviente se logró desvirtuar el acervo probatorio que lo comprometía en la muerte de esta dos ciudadanas.

El Tribunal se ve obligado a decir, que ese aporte no puede ser tenido en consideración para el caso del acusado BAUDILIO MOSQUERA CÁRDENAS, no sólo porque se trata de una evidencia extraña a lo que toca con su responsabilidad en el mismo asunto, sino porque procesalmente ya no es posible allegar nuevas pruebas con las cuales se pretenda desvirtuar o confirmar esa culpabilidad. Así es por lo siguiente:
Las evidencias presentadas a destiempo, fuera de término, no pueden ser estimadas al no permitirse su valoración en la primera instancia por parte del fallador, previa puesta en conocimiento de las demás partes para ser oportunamente controvertidas. Serían de ese modo medios de prueba sorpresivos, inadmisibles probatoriamente para los efectos que desea la parte recurrente.

Como es sabido, en el ámbito penal, a diferencia del civil, no hay lugar al decreto y práctica de pruebas en la segunda instancia, a cuyo efecto no es posible la aplicación del principio de integración, el cual opera para materias que no estén expresamente reguladas. El recurso de apelación se encuentra debidamente estatuido en el Código Procedimental Penal y allí no hay cabida al debate probatorio ante el superior funcional. 

Por demás, hechos nuevos o pruebas no conocidas al tiempo de los debates, es causal expresamente establecida como fundamento para una acción de revisión, según el numeral 3º del artículo 192 C.P.P.

Sobre el tema que se discute, ha sido prolija la jurisprudencia nacional en el sentido que la posibilidad probatoria de las partes se cierra a partir del instante en que se presentan las alegaciones conclusivas dentro del acto de la audiencia pública. Así se anunció:

“La audiencia pública, se divide en dos etapas: en la primera se dará lectura a la resolución de acusación y a todas aquellas piezas del proceso que soliciten las partes o que el juez considere pertinentes; se interrogará al procesado si se halla presente acerca del hecho imputado y sobre todo aquello que conduzca a revelar su personalidad. Concluida su intervención, se abre paso a la actuación probatoria, en la forma ya dicha. La segunda etapa, será la prevista en el artículo 451 del Código de Procedimiento Penal (hoy 407), es decir, la intervención de los sujetos procesales en el orden allí establecido, quienes se referirán libremente a los hechos, pruebas, circunstancias genéricas y específicas que agraven, atenúen o excluyan la responsabilidad del acusado, mas no podrán solicitar nuevas pruebas como consecuencia de las alegaciones de quienes le han precedido, así las consideren pertinentes, no solamente porque ello desconoce el derecho a la igualdad, sino que pugna con el debido proceso que garantiza a los sujetos la posibilidad de controvertirlas...
  -resaltado fuera de texto-.   

Del mismo modo ha sostenido de manera uniforme, que aducir pruebas en la segunda instancia, para que el superior conozca información acerca de la cual no tuvo oportunidad de conocer la contraparte, ni el Juez a quo, da lugar a un total sorprendimiento que viola elementales reglas del proceso. Si así se permitiera, se daría lugar a la apertura de un nuevo debate en la segunda instancia a la espera de que la contraparte allegue la prueba en contrario que quiera hacer valer. Expresamente se dijo:

[…] recaía en el actor el deber de demostrar jurídicamente a la Corte cómo la ley procesal penal, dentro de un análisis de interpretación sistemática, permite a los sujetos procesales, no sólo a la defensa, la posibilidad de aportar pruebas en ese específico acto. Así mismo, ante dicha hipótesis, le era imperioso precisar en qué condiciones se regula el derecho de los demás intervinientes frente a la aducción de pruebas por parte de la defensa, permitiendo de esa manera salvaguardar principios rectores tales como el de igualdad, lealtad y contradicción, sin dejar de pasar por alto la manera de afrontar la posibilidad de que ante la presentación de esas pruebas, las demás partes cuenten con el derecho de aportar otras surgidas de aquellas, bien para oponerse o bien para coadyuvarlas.

En tal sentido, se debe desestimar la nueva valoración probatoria para los fines que pretende la parte recurrente. 

En conclusión, el tribunal no encuentra otra alternativa jurídicamente válida que la de dar confirmación integral al fallo confutado.

8.- DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de esta capital, objeto de apelación.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

        LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
� Cfr. Fl. 268 C.O.29


� Fls. 31-42 C.O.30


� Fls. 118-131 C.O.30


� Visible a fls. 2 y 4 cuaderno de anexos


� Obrantes a fls. 21 y 23 cuaderno de anexos


� Fl.80 cuaderno de anexos


� Fl.75 cuaderno de anexos


� Fl. 227 C.O.7


� Fl. 72 C.O. 14


� Fl. 222 C.O.7


� Fl. 83 C.O.3


� Fl. 232 C.O.7


� Fl. 194 C.O.3


� Fl. 182 C.O.3


� Fl. 58 C.O.20


� Fl. 62 C.O.20


� Fl. 98 C.O.3


� Cfr. Entre otros Kai AMBOS. La Parte General del Derecho Penal Internacional. Bases para una Elaboración Dogmática. Segunda Edición. Duncker & Humblot, Temis. Honrad -Adenauer-Stiftung. Montevideo. 2004. pags. 389 y ss.


� C.S.J. Sala de Casación Penal. Auto de julio 27 de 1994. Radicación 9274. M.P. Gustavo Gómez Velásquez.


� C.S.J. Sala de Casación Penal. Sentencia del 01 de Junio de 2006, Radicación 25.382, M.P. Jorge Luis Quintero Milanés. 





Página 15 de 15

